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TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA

TERCERA SALA UNITARIA

EXPEDIENTE: 95/2022-3

PARTE ACTORA: 

**********
AUTORIDAD DEMANDADA:

SECRETARIO DE SEGURIDAD PÚBLICA DEL ESTADO Y OTRA.
MAGISTRADO:

LICENCIADO JORGE ALEJANDRO VERA NOYOLA.
SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA:

LICENCIADA LORENA RUIZ AGUILAR

San Luis Potosí, S.L.P., veintidós de septiembre de dos mil veintidós.
V I S T O S para resolver en definitiva los autos del juicio contencioso administrativo número 95/2022-3, promovido por **********contra actos del Director Jurídico de la Secretaría de Seguridad Pública del Estado, y del Secretario de Seguridad Pública del Estado;  y,
R E S U L T A N D O

I.- Por escrito recibido en este Tribunal con fecha catorce de febrero de dos mil veintidós, comparecieron los C.C. ********** demandando a las siguientes autoridades: Director Jurídico de la Secretaría de Seguridad Pública del Estado y Secretario de Seguridad Pública del Estado; por la nulidad del siguiente acto: 
“La resolución dictada en el  recurso de revisión interpuesto por la respuesta otorgada a los suscritos por conducto de la Dirección Jurídica de la Secretaría de Seguridad Pública, mediante los oficios **********.” 
II.- Por auto de fecha cinco de abril de dos mil veintidós, se admitió a trámite la demanda y se ordenó correr traslado a las autoridades demandadas, para que contestaran dentro del término legal lo que a su interés conviniera.
III.-Por auto de fecha seis de junio de dos mil veintidós, se tuvo al Director Jurídico de la Secretaría General del Gobierno del Estado de San Luis Potosí, en representación del Secretario General de Gobierno, por contestando la demanda instaurada en su contra, se ordenó correr traslado a la parte actora con copia del escrito de contestación para que manifestara lo que a su derecho correspondía, se admiten las pruebas de las partes y se fijó fecha y hora para la celebración de la audiencia final, a que se refiere el artículo 246 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí. 
IV.- Con fecha primero de julio de dos mil veintidós,  tuvo verificativo la audiencia de ley en este juicio, con la inasistencia de las partes, en la cual el Secretario de Acuerdos dio cuenta de las actuaciones en autos; en la etapa de pruebas, se tienen por desahogadas las pruebas que fueron admitidas y ofrecidas por las partes de acuerdo a su propia naturaleza, y se hizo constar que no existen pruebas pendientes que desahogar; en etapa de alegatos; se dio cuenta de que fueron formulados por las partes; concluida la audiencia se citó para resolver en definitiva.
C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- A la Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, corresponde conocer, substanciar y resolver los juicios de su competencia, en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, y 7°, 9°, fracción III, 24, 25, 26, 28, 29, 30, 33, 34, 35, 36 y 37 de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luís Potosí y 1°, 2°, 161, 174, 175, 176, y 177 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí;  y en el caso de este expediente, le compete conocer y resolver por tratarse de una controversia administrativa sobre interpretación y cumplimiento de contratos, suscitada entre un particular y autoridades municipales de esta entidad federativa, donde se ejerce jurisdicción.

SEGUNDO.- De acuerdo con lo que precisa el artículo 221 del Código Procesal Administrativo para el Estado, esta Sala Unitaria procede a analizar la personalidad y legitimación de los comparecientes a este juicio.

Los actores, comparecieron por derecho propio; acreditando su interés jurídico, en términos del artículo 231 del Código Procesal Administrativo en consulta, con los actos impugnados, que obra en fojas 13 a la 21 de este sumario.

La personalidad y legitimidad de las autoridades demandadas, quedó acreditada a través de las copias certificadas del nombramiento expedido a su favor, que obra en fojas 42 del expediente en el que se actúa, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 220 del Código Procesal Administrativo para el Estado.
 Las documentales públicas anteriormente referidas, hacen prueba plena de acuerdo con lo dispuesto por los artículos 72 fracción I, 74 y 91 del Código Procesal Administrativo para el Estado, expedidas por fedatario y servidores públicos en ejercicio de sus funciones.
TERCERO.- La litis planteada en este juicio, se hace consistir en la legalidad o ilegalidad de la Resolución del Recurso  de Revisión  dictada con fecha **********, emitida por el Director Jurídica de la Secretaría de Seguridad Pública del Estado, relativa a los oficios **********, visible en fojas 10 a la 12 de este sumario.

 Acto que determina la litis de la presente controversia, que fue exhibido por el demandante, conforme lo dispuesto por los numerales 233 fracción IV y 234 fracción II del Código Procesal Administrativo para el Estado.
CUARTO.- Previo al examen de los conceptos de impugnación, esta Sala Unitaria analiza las causales de improcedencia y sobreseimiento, sea que las partes lo aleguen o no, en razón de que el estudio de las mismas es de orden público y preferente a las cuestiones de fondo de la contienda planteada, conforme a lo previsto en el último párrafo de los artículos, 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado; habida cuenta que, la improcedencia y sobreseimiento del juicio, se traduce en la imposibilidad jurídica de que este órgano jurisdiccional estudie y decida sobre el fondo de la controversia. 

Es aplicable al efecto, la siguiente Tesis Aislada del Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, Registro 221332, Localización: Octava Época, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Fuente: Semanario Judicial de la Federación, VIII, Noviembre de 1991, Página: 185, Tesis Aislada, Materia(s): Administrativa, que dice: 

“CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, IMPROCEDENCIA DEL JUICIO, ANTE EL TRIBUNAL FISCAL. CONCEPTO JURIDICO. Las causas de improcedencia que determina la ley de la materia, ven o se refieren a la procedencia del juicio mismo, esto es, los motivos de improcedencia son en cuanto a que la acción en sí misma considerada no procede por las causas específicas consignadas en la ley; es verdad que las causas de improcedencia dan lugar al sobreseimiento, pero no necesariamente éste sobreviene por alguna de esas causas, pues por ejemplo, de acuerdo con la fracción I del artículo 203 del Código Fiscal de la Federación, procede el sobreseimiento por desistimiento del demandante, lo anterior, no significa que el juicio sea improcedente; el juicio sí procede y lo que acontece en ese caso es que la actora por propia voluntad desiste de su acción y ello hace que se sobresea en el juicio, mas no significa que la acción en sí misma sea improcedente. Acorde con la doctrina, la improcedencia de la acción se traduce en la imposibilidad de que ésta, en su concepción genérica, logre su objeto, es decir, la dicción del derecho sobre la cuestión de fondo o sustancial que su ejercicio plantea; tal improcedencia se manifiesta en que la acción no consiga su objeto propio, o sea, en que no se obtenga la pretensión del que la ejercita y principalmente por existir un impedimento para que el órgano jurisdiccional competente analice y resuelva sobre la cuestión debatida. En resumen, la improcedencia de la acción se traduce en la imposibilidad jurídica de que el órgano jurisdiccional estudie y decida dicha cuestión, absteniéndose obligatoriamente a resolver sobre el fondo de la controversia.”

En ese tenor, se advierte que las autoridades demandadas, al producir la contestación de demanda inicial que obra en fojas 39 a la 41 de este sumario, opuso las causales de improcedencia y sobreseimiento, contenidas en el artículo 229 fracción IX del Código Procesal Administrativo, que sustenta en que en que la pretensión de los actores  de ser homologados  conforme al Acuerdo Administrativo, por el que se establece la asignación  y homologación ********** es para los elementos de seguridad publica de los distintos cuerpos de seguridad pública, tuvo una vigencia de un año de conformidad con el artículo transitorio de dicho acuerdo, es decir del 11 de enero de 2019 al 11 de enero de 2020, lo que hace evidente que los efectos legales o materiales hayan cesado al momento de hacer la petición de los actores, que fue el día 17 de septiembre de 2021. A ese respecto, cabe señalar que dichas excepciones y defensas deben desestimarse, pues los razonamientos en los cuales se sustenta, involucran cuestiones inherentes a la resolución de la litis, que constituyen o son materia del fondo del asunto, ya que están estrechamente vinculadas con el análisis de la ilegalidad que reclama el actor en este juicio. 
Sirve de apoyo por analogía, la Tesis de Jurisprudencia que aunque se refiere al juicio de amparo es aplicable al presente caso, visible en la Tesis con No. Registro: 187,973, Época: Novena Época, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Materia(s): Común, Instancia: Pleno, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, XV, Enero de 2002, Tesis: P./J. 135/2001, Página: 5; que a la letra dice: 

 “IMPROCEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO. SI SE HACE VALER UNA CAUSAL QUE INVOLUCRA EL ESTUDIO DE FONDO DEL ASUNTO, DEBERÁ DESESTIMARSE. Las causales de improcedencia del juicio de garantías deben ser claras e inobjetables, de lo que se desprende que si se hace valer una en la que se involucre una argumentación íntimamente relacionada con el fondo del negocio, debe desestimarse.”

De igual manera, previamente se deben examinar los incidentes planteados, que no sean de previo y especial pronunciamiento, para ser resueltos en la propia sentencia definitiva, de acuerdo a lo ordenado por el artículo 116 segundo párrafo del Código Procesal Administrativo para el Estado.

Advirtiéndose por esta Sala Unitaria, que no existen causales de improcedencia o sobreseimiento que deba estudiar de oficio, ni incidentes planteados; por tanto, se procede al estudio de los argumentos de nulidad de la parte actora.

QUINTO.- La parte actora hizo valer como conceptos de impugnación,   los  que se  advierten en su escrito inicial de demanda en fojas 4 a 7 de este sumario, argumentos que no se trascriben y por economía procesal se tienen aquí por reproducidos como si a la letra se insertaran.

Resulta aplicable por analogía la tesis de jurisprudencia emitida por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación; de la Novena Época, Registro: 164618, Instancia: Segunda Sala, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXXI, Mayo de 2010, Materia(s): Común, Tesis: 2a./J. 58/2010, Página: 830, que dice:  
“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PARA CUMPLIR CON LOS PRINCIPIOS DE CONGRUENCIA Y EXHAUSTIVIDAD EN LAS SENTENCIAS DE AMPARO ES INNECESARIA SU TRANSCRIPCIÓN.- De los preceptos integrantes del capítulo X "De las sentencias", del título primero "Reglas generales", del libro primero "Del amparo en general", de la Ley de Amparo, no se advierte como obligación para el juzgador que transcriba los conceptos de violación o, en su caso, los agravios, para cumplir con los principios de congruencia y exhaustividad en las sentencias, pues tales principios se satisfacen cuando precisa los puntos sujetos a debate, derivados de la demanda de amparo o del escrito de expresión de agravios, los estudia y les da respuesta, la cual debe estar vinculada y corresponder a los planteamientos de legalidad o constitucionalidad efectivamente planteados en el pliego correspondiente, sin introducir aspectos distintos a los que conforman la Litis. Sin embargo, no existe prohibición para hacer tal transcripción, quedando al prudente arbitrio del juzgador realizarla o no, atendiendo a las características especiales del caso, sin demérito de que para satisfacer los principios de exhaustividad y congruencia se estudien los planteamientos de legalidad o inconstitucionalidad que efectivamente se hayan hecho valer. 
SEXTO.- Determinado lo anterior, esta Sala Unitaria procede al estudio del primero y segundo de los  conceptos de impugnación que hace valer el promovente, los que se analizan en forma conjunta por estar vinculados entre sí en cuanto a las violaciones que aluden, mismos que se examina en concatenación con las diversas constancias y probanzas que fueron ofrecidas por las partes, y que obran en autos de este procedimiento.

Apoya lo antes dicho la jurisprudencia emitida por el Segundo Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Cuarta Región, visible en la Tesis con Registro 2011406 ,Décima Época, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación, Libro 29, Abril de 2016, Tomo III, Publicación: viernes 08 de abril de 2016 10:08 h, Materia(s): (Común), Tesis: (IV Región)2o. J/5 (10a.), Pagina 2018, que dice: 

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PROCEDE SU ANÁLISIS DE MANERA INDIVIDUAL, CONJUNTA O POR GRUPOS Y EN EL ORDEN PROPUESTO O EN UNO DIVERSO.- El artículo 76 de la Ley de Amparo, publicada en el Diario Oficial de la Federación el 2 de abril de 2013, en vigor al día siguiente, previene que el órgano jurisdiccional que conozca del amparo podrá examinar en su conjunto los conceptos de violación o los agravios, así como los demás razonamientos de las partes, a fin de resolver la cuestión efectivamente planteada, empero, no impone la obligación a dicho órgano de seguir el orden propuesto por el quejoso o recurrente, sino que la única condición que establece el referido precepto es que no se cambien los hechos de la demanda. Por tanto, el estudio correspondiente puede hacerse de manera individual, conjunta o por grupos, en el propio orden de su exposición o en uno diverso...”

Conceptos de impugnación, que en la parte que interesa refieren lo siguiente:

“PRIMERO.-  (…)

“…Si la autoridad demandada analiza correctamente tendrá que los suscritos hicimos los trámites para nuestra homologación en tiempo y forma, pero que por circunstancias  ajenas a nosotros no tuvimos a tiempo el certificado único ********** el cual conforme a la fracción II del  decreto es un requisito, de ahí que si se analiza nuestra petición conforme a derecho se debe de determinar que estamos en tiempo para ser homologados.”
“…La autoridad demandada con el acto que reclamamos, nos prohíbe tener una superación laboral  conforme al grado que estipulan dentro de la Secretaría de Seguridad Pública y que contamos con todos los requisitos fundamentales para poder obtener el rango que se estipula, lo cual está consagrado en el artículo (…).”

“…La autoridad responsable se deslinda de otorgarnos el grado correspondiente señalando que no presentamos en tiempo y forma los requisitos estipulando en su Acuerdo Administrativo para la homologación de grados policiales (…), lo anterior nos causa un perjuicio vulnerando nuestros derechos humanos, ya que como se puede apreciar, de la autoridad demandada dependía otorgarnos los estudios realizados por parte de la autoridad y que de mala fe fueron entregados posterior al decreto para, que no estuviéramos en tiempo de poder entregar los requisitos como lo estipulaban, lo cual es violatorio de nuestros derechos humanos.”
“SEGUNDO.- También nos causa perjuicio el hecho de que quien nos da respuesta refiere  que la Secretaria en ningún momento ha realizado homologación de  grados con posterioridad a la vigencia ya señalada en el acuerdo.  (…), muchos de nuestros compañeros han sido homologados, lo que se corrobora con tres constancias de movimiento de personal realizado (…).”
Del estudio de los conceptos de impugnación citados, se determina que resultan infundados.

Para evidenciar los motivos por los que se formula esa determinación, es preciso mencionar los antecedentes del caso, los cuales son los siguientes: 

1.- Con fecha 11 de enero de 2019, se publicó en el Periódico Oficial del Estado el “Acuerdo Administrativo en el que se establece la asignación y homologación de grados policiales para los elementos de Seguridad Pública de los distintos cuerpos de seguridad que conforman la Secretaría de Seguridad Pública del Estado”. 
Acuerdo en el cual dispone en lo que interesa los siguientes artículos: 

“…Artículo  Sexto.- A fin de fortalecer el desarrollo policial, la carrera policial, fomentar la vocación de servicio y el sentido de pertenencia, así como garantizar el cumplimiento de los principios  constitucionales de actuación a que se refieren los artículos 21, párrafo noveno de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 6, 45, 46, 72 y 79 de la Ley General del Sistema Nacional de seguridad Pública, 2 Bis, 51 y 60 de la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado, por única ocasión se deberá realizar la renivelación de los grados de los elementos de seguridad pública de los distintos cuerpos de seguridad que conforman la Secretaría de Seguridad Pública del Estado, bajo el siguiente esquema:
	Personal con:
	Grado base que ostenta:

	Obtendrá:

	10 – 15 Años en el Servicio
	Grado actual que ostenta
	1 Grado más

	16 – 25 Años en el Servicio
	Grado actual que ostenta
	2 Grado más

	26 o más Años en el Servicio
	Grado actual que ostenta
	3 Grado más


“A efecto de acceder al beneficio anterior, los elementos de seguridad pública de los distintos cuerpos de seguridad que conforman la Secretaría de Seguridad Pública, deberán cumplir con los siguientes requisitos: 

“I. Contar cuando menos con una antigüedad de diez años de servicios efectivamente computados dentro de la Secretaría de Seguridad Pública del Estado.
“II. Contar con Certificado Único Policial vigente.
“III. No haber sido condenado(a) por delito doloso que haya ameritado sanción privativa de libertad mayor de un año. 

“IV. No haber sido inhabilitado para el ejercicio de un empleo, cargo o comisión en el servicio público.
“V. No encontrarse en alguno de los supuestos a que se refieren los artículos 56, fracción XXXII Bis y 65 fracción XV de la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado.
“VI. No haber sido señalado como autoridad responsable en alguna propuesta de conciliación o recomendación por alguna entidad gubernamental ya sea federal o estatal responsable de promover y proteger los derechos humanos.
“Para los efectos antes precisados, la antigüedad en el servicio señalada en la fracción I que antecede, se computará para cada elemento de seguridad pública, a partir de la fecha de su ingreso a la Secretaría de Seguridad Pública y se tomarán como parámetros de actualización las nuevas descripciones del Tabulador de Puestos Operativos de Seguridad Pública señalados en el Artículo Quinto del presente acuerdo…”
“TRANSITORIOS
“Artículo Primero.- Los efectos del presente acuerdo tendrán una vigencia de un año contado a partir de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.
“Artículo Segundo.- La Secretaría de Finanzas del Estado y la Oficialía Mayor, en el ámbito de sus respectivas competencias, deberán prever que se destinen los recursos financieros que sean  necesarios para garantizar que los elementos de seguridad pública de los distintos cuerpos de seguridad que conforman la Secretaría de Seguridad Pública, reciban las remuneraciones y prestaciones que les correspondan conforme al Tabulador de Puestos Operativos de Seguridad Pública, para el debido cumplimiento del presente acuerdo. 

“Artículo Tercero.- A partir de la entrada en vigor del presente acuerdo la Oficialía Mayor deberá actualizar los tabuladores generales de puestos y percepciones correspondientes a las dependencias y entidades de la administración pública estatal del sector seguridad y custodia, en los términos de las disposiciones del presente acuerdo.
“Artículo Cuarto.- La Secretaría de Seguridad Pública, la Secretaría de Finanzas y la Oficialía Mayor del Estado, en el ámbito de sus respectivas competencias, proveerán todo aquello que sea necesario para el debido cumplimiento del presente acuerdo.
“Artículo Quinto.- Quedan derogadas para efectos de su aplicación, las disposiciones administrativas que se opongan al presente acuerdo.”
2.- Con fecha 17 de septiembre de 2021, los actores comparecieron ante la autoridad demandada para solicitar la homologación a que se refiere  el Acuerdo Administrativo antes citado, circunstancia que se desprende del escrito de demanda en el apartado de antecedentes número 1, en concatenación con lo vertido en el contenido de los oficios **********, emitidos por el Director  Jurídico de la Secretaría de Seguridad Pública del Estado, visibles en fojas 13 a la 21 de este sumario, en los cuales se tiene la respuesta  que dio la autoridad demandada respecto a las peticiones efectuadas por los hoy accionantes.
3.- Con fecha 22 de diciembre de 2021, la autoridad demandada el Director  Jurídico de la Secretaría de Seguridad Pública del Estado, emitió la Resolución del Recurso  de Revisión  dictada con fecha ********** en la que resuelve el recurso de revisión interpuesto por los hoy actores por la respuesta que le fue informada contenida en los oficios **********, emitidos por el Director  Jurídico de la Secretaría de Seguridad Pública del Estado, que obran en fojas  13 a la 21 de este sumario, los cuales en la parte que interesa señalan lo siguiente: 

“…por otra parte esta Secretaría de Seguridad Pública del Estado, dio respuesta también a su escrito de fecha 23 de agosto de 2021, por todo lo anterior, resulta obligado concluir que el beneficio del Acuerdo Administrativo por el que se establece la asignación y homologación de grados **********para los elementos de seguridad pública de los distintos cuerpos de seguridad que conforman la Secretaría de Seguridad Pública del Estado de San Luis Potosí, solo comprendía a quienes presentaran su solicitud, así como la documentación que comprobara los requisitos comprendidos  en el artículo sexto de citado acuerdo, dentro del periodo comprendido entre el 11 de enero de 2019 y el 11 de enero de 2020, por lo que resulta  manifiesta la extemporaneidad de su aludida solicitud, dado que el referido escrito mediante el cual solicita nuevamente la Homologación de Grados y por las razones que expone, fue presentado hasta el día 17 de septiembre del año 2021, por lo que le informo que no es jurídicamente factible acordar de manera favorable su petición, toda vez que al día el acuerdo administrativo en el cual basa sus pretensiones ha dejado de tener vigencia…”
(Lo resaltado es nuestro)

Resolución en comento que  determino en su Considerando Primero lo que medularmente refiere: 

 “CONSIDERANDO “PRIMERO (…).” “..De lo anterior se desprende que el acto que recurren los actores se encuentra fundado y motivado, ya que son ellos mismos quienes reconocen que al no haber cumplido con los requisitos señalados en el acuerdo de homologación que tenía una vigencia de enero 2019 a enero 2020, se vieron imposibilitados para verse beneficiados de dicho acuerdo.”
“RESOLUTIVOS: “PRIMERO. Con fundamento en el artículo 138 y 141 del Código Procesal Administrativo  en el Estado, se declara sin materia el recurso interpuesto, toda vez que no se probó la existencia del mismo.”

De lo antes transcrito se aprecia, que resultan infundados los argumentos que hacen valer los accionantes, ello atendiendo a lo establecido en el Acuerdo Administrativo publicado con fecha 11 de enero de 2019, en el Periódico Oficial del Estado, en su “TRANSITORIOS”. “Artículo Primero”, que  establece un plazo y fecha para el otorgamiento de la renivelación de los grados de los elementos de seguridad pública de los distintos cuerpos de seguridad que conforman la Secretaría de Seguridad Pública del Estado, que peticionaron como homologación a la autoridad demandada.

En efecto, se tiene que la homologación a que se refiere el artículo Sexto, del Acuerdo Administrativo de referencia, debieron solicitarlo en el término fijado para ello, que fue de un año contado improrrogable a partir de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado, es decir, del 11 de enero de 2019 al 11 de enero de 2020, lo que genera que efectivamente como lo afirma la demandada en el acto impugnado no pueda ser otorgada con posterioridad a ese término, por ser extemporánea ya que su escrito lo presento fuera del termino  otorgado para solicitarlo siendo el día 17 de septiembre de 2021.
No siendo impedimento para determinar la extemporaneidad a lo solicitado, por parte de la autoridad los hechos que afirman los accionantes en cuanto a que tenían derecho a ser homologados, ya que hicieron los trámites para su homologación en tiempo y forma, pero que por circunstancias ajenas a ellos no tuvieron a tiempo el certificado único policial, el cual conforme a la fracción II del  Decreto es un requisito.

Lo anterior es así, ya que la extemporaneidad que determina la autoridad demandada deriva únicamente de haber presentado su petición de homologación, fuera de la vigencia  del Acuerdo Administrativo, es decir que fue presentado con fecha 17 de septiembre de 2021, lo cual es correcto conforme a la controversia que fue motivo del recurso de revisión que interpusieron los hoy demandantes, y que genero la resolución que se analiza.
Asimismo, resulta infundado lo que vierte en cuanto señalan que la autoridad demandada no fundan ni motivan el acto; ya que contrario a lo que aducen el acto reclamado consistente en la Resolución del Recurso  de Revisión  dictada con fecha 22 de diciembre de 2021, emitida por el Director  Jurídica de la Secretaría de Seguridad Pública del Estado, cita en su texto, las disposiciones legales en que se fundan, siendo el Acuerdo Administrativo de fecha 11 de enero de 2019, publicado en el Periódico Oficial del Estado,   los numerales 130, 137, 138 y 141 del Código Procesal Administrativo para el Estado, 6, 10 fracciones I y II y de más relativos del Reglamento Interior de la Secretaría de Seguridad Pública del Estado, circunstancias que se desprenden del acto impugnado, y que generan la fundamentación y motivación del mismo, siendo que se señala las disposiciones que aplico para emitir y justificar  la extemporaneidad de la petición de homologación en los términos en que lo emitió, así como invoca  preceptos normativos en que basan su decisión, no lo cual no contraviene los derechos humanos de audiencia, legalidad y seguridad jurídica, previstos en los artículos 14 y 16 primer párrafo y 17,  de Nuestra Carta Magna. 

En esa tesitura, se desprende que la resolución impugnada  contiene la debida circunstanciación legal que permiten a la demandada tener el sustento legal para emitir el acto impugnado, según se aprecia en el capítulo de Considerando y en la parte concerniente a los Resolutivos que obran en  fojas 10 a la 12 de este sumario, en la cual se desprende que se analiza circunstanciadamente los oficios **********, emitidos por el Director  Jurídica de la Secretaría de Seguridad Pública del Estado,  lo que deriva que la autoridad demandada no fue omisa de fundar y motivar el sentido de resolución siendo que obra en el texto del acto impugnado, el desglose y la razón de orden lógico jurídico que hacen presumir la legalidad del acto de que se duele el actor, en el cual la autoridad hace constar: a) Las disposiciones legales que le otorgan facultades y lo legitiman b) Una relación  concisa de los elementos en que basa su decisión señalando con precisión  las  razones y circunstancias en las que se baso.
Sirve de apoyo a lo anterior, la Tesis de Jurisprudencia número VI. 2o. J/248, emitida por el Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito, localizable de acuerdo con los datos y rubro siguientes: Época: Octava Época, Registro: 216534, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Núm. 64, Abril de 1993, Materia(s): Administrativa, Tesis: VI. 2o. J/248, Página: 43, que dice: 

“FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN DE LOS ACTOS ADMINISTRATIVOS. De acuerdo con el artículo 16 constitucional, todo acto de autoridad debe estar suficientemente fundado y motivado, entendiéndose por lo primero que ha de expresarse con precisión el precepto legal aplicable al caso y por lo segundo, que también deben señalarse con precisión, las circunstancias especiales, razones particulares o causas inmediatas que se hayan tenido en consideración para la emisión del acto, siendo necesario además, que exista adecuación entre los motivos aducidos y las normas aplicables, es decir, que en el caso concreto se configure la hipótesis normativa. Esto es, que cuando el precepto en comento previene que nadie puede ser molestado en su persona, propiedades o derechos sino en virtud de mandamiento escrito de autoridad competente que funde y motive la causa legal del procedimiento, está exigiendo a todas las autoridades que apeguen sus actos a la ley, expresando de que ley se trata y los preceptos de ella que sirvan de apoyo al mandamiento relativo. En materia administrativa, específicamente, para poder considerar un acto autoritario como correctamente fundado, es necesario que en él se citen: a).- Los cuerpos legales y preceptos que se estén aplicando al caso concreto, es decir, los supuestos normativos en que se encuadra la conducta del gobernado para que esté obligado al pago, que serán señalados con toda exactitud, precisándose los incisos, subincisos, fracciones y preceptos aplicables, y b).- Los cuerpos legales, y preceptos que otorgan competencia o facultades a las autoridades para emitir el acto en agravio del gobernado.”
En ese tenor, también resulta infundado lo vertido por los accionantes, en relación a que se vulneran sus derechos humanos en cuanto a que se  les prohíbe tener una superación profesional y derecho a la igualdad para con los demás elementos homologados. Toda vez que el acto impugnado, no viola lo establecido por los artículos 14, 16 y 17 segundo párrafo de la Constitución Federal, ya que el derecho humano a que alude dicha normatividad constitucional, no le ha sido negado, pues la resolución combatida, precisa en forma clara que existe extemporaneidad para acordar lo solicitado de la homologación a que se refiere el Acuerdo Administrativo en cuestión, en virtud de que en el caso existe disposición legal que dispone una vigencia de un año para solicitarlo dispuesto en el Acuerdo de referencia, del cual deriva su acatamiento, aunado a lo anterior, se precisa que esta Tercera Sala Unitaria no advierte violación alguna de derechos fundamentales del hoy actor en el presente asunto que pudiesen ameritar un estudio difuso conforme a la as normas que invoca de la Declaración Americana de los Derechos Humanos y Deberes del Hombre, por la violación convencional que aduce.

Con apoyo en la Jurisprudencia  de la Época: Décima Época, Registro: 2006186, Instancia: Segunda Sala, Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Libro 5, Abril de 2014, Tomo I, Materia(s): Común, Administrativa, Administrativa, Tesis: 2a./J. 16/2014 (10a.), Página: 984, que refiere:  

“CONTROL DIFUSO. SU EJERCICIO EN EL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. Si bien es cierto que, acorde con los artículos 1o. y 133 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, las autoridades jurisdiccionales ordinarias, para hacer respetar los derechos humanos establecidos en la propia Constitución y en los tratados internacionales de los que el Estado Mexicano sea parte, pueden inaplicar leyes secundarias, lo que constituye un control difuso de su constitucionalidad y convencionalidad, también lo es que subsiste el control concentrado de constitucionalidad y convencionalidad de leyes, cuya competencia corresponde en exclusiva al Poder Judicial de la Federación, a través del juicio de amparo, las controversias constitucionales y las acciones de inconstitucionalidad. La diferencia entre ambos medios de control (concentrado y difuso), estriba en que, en el primero, la competencia específica de los órganos del Poder Judicial de la Federación encargados de su ejercicio es precisamente el análisis de constitucionalidad y convencionalidad de leyes, por tanto, la controversia consiste en determinar si la disposición de carácter general impugnada expresamente es o no contraria a la Constitución y a los tratados internacionales, existiendo la obligación de analizar los argumentos que al respecto se aduzcan por las partes; en cambio, en el segundo (control difuso) el tema de inconstitucionalidad o inconvencionalidad no integra la litis, pues ésta se limita a la materia de legalidad y, por ello, el juzgador por razón de su función, prescindiendo de todo argumento de las partes, puede desaplicar la norma. Ahora bien, en el juicio contencioso administrativo, la competencia específica del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa es en materia de legalidad y, por razón de su función jurisdiccional, este tribunal puede ejercer control difuso; sin embargo, si el actor formula conceptos de nulidad expresos, solicitando al tribunal administrativo el ejercicio del control difuso respecto de determinada norma, de existir coincidencia entre lo expresado en el concepto de nulidad y el criterio del tribunal, éste puede inaplicar la disposición respectiva, expresando las razones jurídicas de su decisión, pero si considera que la norma no tiene méritos para ser inaplicada, bastará con que mencione que no advirtió violación alguna de derechos humanos, para que se estime que realizó el control difuso y respetó el principio de exhaustividad que rige el dictado de sus sentencias, sin que sea necesario que desarrolle una justificación jurídica exhaustiva en ese sentido, dando respuesta a los argumentos del actor, pues además de que el control difuso no forma parte de su litis natural, obligarlo a realizar el estudio respectivo convierte este control en concentrado o directo, y transforma la competencia genérica del tribunal administrativo en competencia específica. Así, si en el juicio de amparo se aduce la omisión de estudio del concepto de nulidad relativo al ejercicio de control difuso del tribunal ordinario, el juzgador debe declarar ineficaces los conceptos de violación respectivos, pues aun cuando sea cierto que la Sala responsable fue omisa, tal proceder no amerita que se conceda el amparo para que se dicte un nuevo fallo en el que se ocupe de dar respuesta a ese tema, debido a que el Poder Judicial de la Federación tiene competencia primigenia respecto del control de constitucionalidad de normas generales y, por ello, puede abordar su estudio al dictar sentencia. Si, además, en la demanda de amparo se aduce como concepto de violación la inconstitucionalidad o inconvencionalidad de la ley, el juzgador sopesará declarar inoperantes los conceptos de violación relacionados con el control difuso y analizar los conceptos de violación enderezados a combatir la constitucionalidad y convencionalidad del precepto en el sistema concentrado.”

En ese tenor, por los razonamientos citados con antelación, no le asiste razón a los actores para que proceda la nulidad del acto impugnado, siendo que es legal y válido, al no haberse acreditado en autos de este procedimiento por su parte las acciones intentadas en este Tribunal, de acuerdo a los razonamientos precisados en  esta resolución.  

En esa tesitura, esta Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, con fundamento en los artículos 249, 251 y 252 del  Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se declara la LEGALIDAD y VALIDEZ del acto impugnado consistente en: la Resolución del Recurso  de Revisión  dictada con fecha **********emitida por el Director  Jurídica de la Secretaría de Seguridad Pública del Estado; de acuerdo a los razonamientos precisados en los Considerandos Sexto de esta sentencia.

Por lo expuesto, fundado en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí; 7º, 9º fracción III, 24, 25, 26, 28, 29, 30, 33, 34, 35, 36 y 37, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; y numerales 248, 249 y 251, del Código Procesal Administrativo para el Estado; es de resolverse y se,

R  E  S  U  E  L  V  E

PRIMERO.- Esta Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, resultó competente para conocer y resolver el presente juicio.

SEGUNDO.- Se declara la LEGALIDAD y VALIDEZ del acto   impugnado de acuerdo a los razonamientos precisados en el Considerando Sexto,  de esta sentencia.

TERCERO.- Con copia autorizada de esta resolución, notifíquese personalmente a la parte actora y por oficio a la autoridad demandada.
Así lo resolvió y firma, el Magistrado Titular de la Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, Licenciado Jorge Alejandro Vera Noyola, quien actúa con Secretario de Acuerdos, Licenciado Ismael Méndez Hernández, que autoriza y da fe.- RUBRICAS.-
Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal de Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3° fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82, 87 fracción III, 138 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí,  concatenados con los artículos 3, fracción VIII, IX, 5 y 6 de la Ley de Protección de Datos Personales del Estado de San Luis Potosí.

